En  la ciudad de Quilmes, a los veintidos·días del mes de agosto de dos mil tres, se reúnen  en  la  Sala  de Acuerdos  los  Señores Jueces que integran el Tribunal del Trabajo  Nº1  de  ésta  ciudad,  DOCTORES  VICTOR  EDUARDO  SCHENFELD  y MAXIMO ALBERTO CAMPANARI, con la presidencia de la DOCTORA MARTA ADELINA RUSSO, a efectos  de dictar VEREDICTO en la causa Nº28.741, caratulada "ZAMORA, HECTOR HUGO C/ SUBPGA S.A. S/  DESPIDO". Practicada la designación que determina el artículo 44 de la Ley 11.653 resultó el siguiente órden  de  votación: CAMPANARI - SCHENFELD -RUSSO.-


······El Tribunal resolvió plantear  y  votar  la  siguiente cuestión:


······CUESTION UNICA: Se ha probado?:


······1- que el actor haya trabajado  en  relación  de subordinación  y  dependencia para la demandada?; caso afirmativo, cual fue su fecha de ingreso, qué  categoría detentaba y qué horario cumplía?.


······2- que en agosto de 1998 la demandada cerró  las puertas de su establecimiento?; qué sucedió con el actor?;  que  en  octubre de 1998 la empresa reabrió sus puertas?;  que haya notificado al actor que se reintegre  al  trabajo?;  de  qué manera y por qué causas se produjo el distracto?; que las causas  invocadas  para despedir hayan existido?.


······3- que al momento del distracto el actor era Revisor de Cuentas Titular del Sindicato  de  Obreros  y Empleados de la Industria de la Carne de Berazategui?; cual era el período que comprendía su mandato?; que la designación del actor haya sido notificada a la demandada?;  que dicho sindicato cuente con personería gremial o inscripción en el Ministerio de Trabajo  de  la Nación?.


······4-  que  por ante el Tribunal del Trabajo Nº4 de Quilmes haya tramitado  una  acción  de  reinstalación promovida  por  el  actor?; que en en la misma se haya dispuesto que el actor debía ser reintegrado a su trabajo?; que ello se haya cumplido?.


······5- cuál fue la mejor remuneración normal y habitual percibida por el actor durante el último año  que trabajó para la demandada?; que se haya abonado al actor alguno de los rubros reclamados en la demanda?.





······A LA  CUESTION  PLANTEADA  EL  SEÑOR JUEZ DOCTOR CAMPANARI, DIJO:


······PUNTO PRIMERO: Expresamente admite la  demandada que ha sido empleadora del actor. Niega las demás circunstancias fácticas que integran éste punto.


······La  pericia contable agregada a fs.78/80, elaborada en base a documentación laboral llevada en  legal forma hasta febrero de 1998, corrobora y así tengo por acreditado que el actor ingresó a trabajar para el demandado el 1/9/83; que se desempeñó como operario  especializado de primera.


······No probó el actor  -hallándose  a  su  cargo  la obligación  de hacerlo (art.375 CPCC.)-, el horario de trabajo desarrollado. Cuestiones éstas cuya  dilucidación deviene abstracta al  no  existir  pretensión  al respecto. 


······PUNTO  SEGUNDO: Tampoco fue controvertido que la demandada  cerró  las  puertas de su establecimiento y despidió a gran parte de su personal, en los  primeros días de agosto de 1998.


······Las causas de tal determinación  no  consta  que fuera notificada a los involucrados y tampoco fue aquí acreditada.


······El actor sostiene haber sido suspendido  en  esa fecha. La demandada no niega ese  hecho  al  contestar demanda  en ésta litis y admite que el despido se produjo en diciembre de 1998 por abandono de trabajo.


······Por el contrario, al contestar la demanda en  la acción por reinstalación tramitada por ante el  Tribunal del Trabajo Nº4 (Causa Nº2661), expediente ofrecido como prueba y agregado a la presente, la  demandada sostuvo que había despedido  al  actor  en  agosto  de 1998, mediante notificación que fue contestada por  el mismo.


······No  puedo tomar en cuenta hechos no invocados en la causa que se dirime, de manera que con  los  despachos telegráficos cuya remisión y recepción se acreditaron (informe de fs.47) y las declaraciones  testimoniales  oídas en la vista de causa, considero probado: Que  la  demandada  cerró las puertas de su empresa en los  primeros  días  de  agosto de 1998; que con fecha 14/8/98  el actor intimó por esa situación, reclamando además el pago de haberes atrasados; que en octubre de 1998 la demandada reinició actividades;  que  mediante notificaciones  verbales  o telefónicas (testimoniales de Ayala y Volpi) fueron convocando el  reintegro  del personal;  no se demostró que el actor haya sido notificado  de la reanudación de actividades; que con despacho  del 15/12/98 la demandada lo despidió por abandono de trabajo.


······La  demandada despidió al actor en forma directa por abandono de trabajo, sin acreditar haberlo notificado que debía presentarse a  retomar  tareas,  máxime cuando la prestación de servicios se había  suspendido por  decisión  de  la  empleadora  desde principios de agosto de ese año (art.244 LCT.). En consecuencia queda sin comprobación la existencia de la causal invocada para despedir.


······Por su parte el actor sostiene que el  distracto tuvo lugar en abril de 2001, al considerarse despedido por negativa de la empresa a reincorporarlo, existiendo orden judicial de hacerlo. La orden judicial  surge acreditada  con  la sentencia dictada en la acción por reinstalación  tramitada  ente el Tribunal del Trabajo Nº4  de Quilmes y la negativa de la empresa se presume de su silencio ante la intimación fehaciente del actor (art.57 LCT.).


······Tratándose  de una cuestión de derecho, la dilucidación del momento en  que  queda  roto  el  vínculo entre  las partes, lo difiero para la etapa de la sentencia.


······PUNTO  TERCERO:  La  parte demandada negó que la entidad gremial que dice integrar el actor cuente  con personería gremial, que éste haya sido designado  para ocupar un cargo en la misma, el mandato invocado y que haya sido notificada de ello.


······Con la prueba  informativa  agregada  en  autos, tengo por acreditada la existencia  del  Sindicato  de Obreros y Empleados de la Industria de la Carne de Berazategui; que el actor fue designado para  ocupar  el cargo de Revisor de Cuentas Titular de ese  Sindicato, con mandato entre el 15/12/97 y el 15/12/01.


······No acreditó el demandante -onus  probandi  a  su cargo (art.375 CPCC)- haber notificado  formalmente  a la demandada de su designación. La prueba  informativa agregada a fs.85/86 resulta insuficiente  para  lograr ese  fin.  La certificación de la fotocopia agregada a fs.85 por el Juzgado de Paz de Berazategui, lo es respecto  de  su  fidelidad con otro instrumento original que  se exhibió en el momento, pero en modo alguno con relación a la firma que se atribuye  al  representante de la demandada.


······Con las constancias  de  los  expedientes  administrativos glosados a fs.88 a 149 y las  agregadas  a la  causa  2661 tramitada ante el Tribunal del Trabajo nº4 (fs.129, 132), considero acreditado que el  Sindicato en cuestión contaba con inscripción  gremial  por Disposición 1070 del 23/12/71 del Ministerio de Trabajo de la Nación.


······Pero no acreditó la parte actora que esa entidad contase con Personería Gremial,  extremo  expresamente desconocido por la demandada.


······PUNTO  CUARTO:  Con  el  antes citado expediente Nº2661  caratulado "Zamora, Hector Hugo c/ Subpga S.A. s/ acción de reinstalación", tengo por acreditado  que que el Tribunal del Trabajo Nº4 de Quilmes,  por  sentencia dictada con fecha 23/3/00 dispuso  hacer  lugar al pedido de reinstalación del actor su puesto de trabajo en la empresa Subpga S.A.


······Con los telegramas anejados a fs.41 y  42,  cuya autenticidad y recepción se acredita con el informe de fs.47, tengo por acreditado que el actor intimó  a  la demandada el cumplimiento de esa sentencia de reinstalación y que ante el silencio de la demandada, remitió nuevo despacho el 19/4/01 considerándose despedido.


······PUNTO QUINTO: Controvertido el monto  del  haber mensual del actor, informa la pericia contable que  la documentación de la demandada contiene registros regulares hasta febrero de 1998. 


······El  actor  denuncia el mejor sueldo percibido en $.1000,  lo que no surge de la documentación compulsada.


······Si bien no existe registros de sueldos posteriores a febrero de 1998, la parte actora denuncia no haber percibido haberes desde antes de esa fecha, De manera, que la remuneración denunciada de $.1000 no  corresponde a la percibida en algún mes posterior  a  la registrada, siendo las anteriores las  que  transcribe el perito a fs.78.


······Por tanto, no puede tomarse en cuenta la  denunciada por el actor (ya que no fue percibida), sino  la mejor de las comprobadas por el perito, que ascendió a $.618,30 y correspondió a noviembre de 1997.


······No se ha acreditado el pago de  ninguno  de  los rubros  que  se reclaman en la demanda (arts.138, 140, 55 L.C.T.; art. 39 ley 11.653), a excepción de la  remuneracion correspondiente a  diciembre  de  1997.  En efecto, si bien la demandada no adjuntó el comprobante pertinente (art.138 LCT.), el perito contador  informó haber  constatado  su existencia y la registración corroborante, lo cual fue expresamente consentido por la parte actora (fs.152).


······Además  de extemporánea, resulta impertinente la pretensión de la demandada de invocar defensas y agregar pruebas el mismo día en que se celebraba la  vista de causa (fs.188/190). Máxime cuando se trata con ello de controvertir hechos no negados en  la  contestación de demanda (art.29 Ley 11653; arts.354, 362 CPCC.).


······Asi voto.


······Los  Señores  Jueces Doctores SCHENFELD y RUSSO, por las mismas consideraciones, votaron en igual  sentido.


······Con lo que terminó el Acuerdo firmando los Señores Jueces por ante mi que doy fe.




















················MARTA ADELINA RUSSO


·······················Juez











VICTOR EDUARDO SCHENFELD······MAXIMO ALBERTO CAMPANARI


·········Juez··························Juez











················ANDREA M. ZACARIAS


····················Secretaria








En  la  ciudad de Quilmes a los veintidos·días del mes de agosto de dos mil tres, se reúnen  en  la  Sala  de Audiencias los Señores Jueces que integran el Tribunal del Trabajo  Nº1  de  Quilmes,  Doctores MARTA ADELINA RUSSO, VICTOR  EDUARDO  SCHENFELD  y  MAXIMO  ALBERTO  CAMPANARI,  a  efectos de dictar SENTENCIA en la causa Nº28.741, caratulada  "ZAMORA,  HECTOR  HUGO C/ SUBPGA S.A. S/ DESPIDO", en la que actúan como  letrados  los Dres. Hugo Manuel Alonso y Diego A. Rosa, por la parte actora; y los Dres. Marcelo Daniel De Carli y Liliana  A. Parodi, por la parte demandada.


······El Tribunal decidió plantear y resolver las  siguientes cuestiones, para ser votadas en el mismo  orden establecido para el Veredicto que antecede:


······PRIMERA CUESTION: Es procedente la demanda ?


······SEGUNDA CUESTION: Qué pronunciamiento corresponde dictar ?.


······A LA PRIMERA CUESTION PLANTEADA EL  SEÑOR  JUEZ  DR. CAMPANARI, DIJO:


······1- ANTECEDENTES: El señor  Héctor  Hugo  Zamora, por intermedio de su letrado apoderado Dr. Hugo Manuel Alonso,  promueve  demanda  contra Subpga S.A., persiguiendo el cobro de indemnizaciones por despido y  cobro de haberes.


······Afirma  que  trabajó  en relación de dependencia para la demandada; que ingresó el 1/9/83; que su categoría laboral era la de especializado de primera;  que su horario de trabajo era de 6 a 14 horas de  lunes  a sábados; que prestaba servicios en sala de máquinas.


······Dice que al momento del distracto era Revisor de Cuentas Titular del Sindicato de Obreros  y  Empleados de  la  Industria  de la Carne de Berazategui; que ese gremio cuenta con inscripción gremial Nº1070  otorgado por el Ministerio de Trabajo; que su mandato tenía vigencia entre el 15/12/97 y el 15/12/01; que ello había sido debidamente notificado a la empleadora.


······Agrega  que en agosto de 1998 sorpresivamente la empresa suspendió sus actividades  negándole  trabajo; que  el  14/8/98 remitió carta documento intimando por esa situación y reclamando además por falta de pago de haberes, falta de entrega de recibos, etc.; que la demandada  no  contestó;  que  reiteró la intimación con despacho  del  19/11/98; que la empleadora lo despidió invocando abandono de trabajo por carta documento  del 15/12/98.


······Expresa  que promovió acción de reinstalación la que tramitó por ante el Tribunal del  Trabajo  Nº4  de Quilmes; que en esas actuaciones  se  dictó  sentencia con  fecha 7/4/00 condenando a la demandada a reincorporarlo;  que  notificada la sentencia la demandada no la  cumplió; que el 30/3/01 intimó por nuevo despacho; que ante el silencio de la accionada se consideró despedido.


······Funda en derecho; practica  liquidación  de  los rubros  que  reclama; ofrece pruebas; pide el progreso de la demanda.


······A fs. 30/31 se presenta Subpga S.A., por  intermedio de su letrado apoderado Dr.  Marcelo  Daniel  de Carli y contesta la demanda.


······Niega pormenorizadamente los hechos que se relatan  en  la  demanda;  entre ellos, que el actor ocupe cargo  gremial; que esa organización cuente con personería gremial; que haya sido notificada  de  la  elección.


······Reconoce haberlo despedido con fecha 15/12/98.


······Reconoce la relación laboral con el demandante y que en agosto debió cerrar  sus  puertas;  invoca  las causas de esa determinación.


······Agrega que en octubre de 1998 la planta  reabrió las puertas notificando al actor que debía reintegrarse; que no se reintegró; que por esa causa lo despidió el 15/12/98.


······Funda en derecho; ofrece pruebas; pide el rechazo de la demanda.


······A fs. 37/38 la parte actora responde el traslado conferido de la contestación de demanda.


······A fs.74 y 158 la parte  actora  plantea  la  inconstitucionalidad  de  las leyes 25.561 y 24.432 respectivamente.


······A fs. 57/8 se dicta el auto de prueba agregándose  las  producidas  por las partes, hasta llegar a la audiencia  de  vista  de causa, de lo que dá cuenta el acta  de  fs.  192. Acto seguido se pasan los autos al Acuerdo del Tribunal, dictándose el Veredicto que  antecede, el cual doy aquí por  íntegramente  reproducido.





······2- PRONUNCIAMIENTO: Tal como surge del  Veredicto, las partes mantuvieron una relación  laboral,  con las  modalidades  descriptas  en  el punto primero del mismo.


······Siendo  ello  el  presupuesto  básico  en que se asienta la acción promovida, pasaré  ahora  al  tratamiento individual de cada una de las  pretensiones  de la parte actora:


······a) indemnización por antiguedad más S.A.C.  proporcional: Surge del punto segundo del Veredicto  que, por un lado la demandada puso fin al contrato de  trabajo el 15/12/98, invocando para ello que el actor había hecho abandono de trabajo.


······Por  su parte el actor sostiene que el distracto tuvo lugar en abril de 2001 por autodespido, al negarse la empresa a reincorporarlo existiendo orden  judicial de hacerlo.


······Tiene  la particularidad éste pleito, que cuenta con una causa anterior, en la que en juicio sumarísimo el  actor reclamó la reinstalación a su puesto de trabajo  mediante  la acción que contempla el segundo párrafo del art.52 de la ley 23.551.


······Con los fundamentos que se darán  al  tratar  el reclamo de haberes por el período de mandato gremial y por  el año de estabilidad posterior, considero que la sentencia dictada en la citada causa tramitada por ante  el  Tribunal  del Trabajo Nº4 de Quilmes, no tiene autoridad de cosa juzgada respecto de lo que  allí  se tuvo por probado y decidido.


······Partiendo de esa premisa,  corresponde  en  ésta litis valorar qué hechos, de los que pueden  dar  sustento  a las pretensiones de las partes, fueron probados. Ello con total prescindencia de lo  que  se  tuvo por  probado  y  decidido en la causa sumarísima anterior.


······Entonces debe evaluarse en éste punto, si el actor contaba o no con la estabilidad gremial que consagra el art.48 de la ley 23.551, porque ello contribuirá en definitiva a resolver en qué momento y  por  qué causas se produjo el distracto. Si el actor no contaba con  estabilidad  gremial,  el  vínculo  quedó roto el 15/12/98  por despido dispuesto por la demandada invocando abandono de trabajo. En cambio, si el actor contaba con estabilidad gremial, el despido del  15/12/98 es absolutamente nulo por no haberse actuado  de  conformidad  a  lo reglado por el art.47 y por el párrafo primero del art.52 de la ley 23.551, y el vínculo quedaría disuelto por autodespido en abril de  2001,  por negativa de la empresa a reincorporarlo.


······Como  también  se detallará al tratar el reclamo de haberes por estabilidad gremial, la entidad que integraba el actor no contaba con Personería  Gremial  y tampoco se acreditó la notificación de su  elección  a la demandada (punto tercero del Veredicto).


······En  consecuencia,  el  despido  dispuesto por la empleadora  el  15/12/98  constituye  un acto jurídico plenamente  válido  que termina definitivamente con el contrato de trabajo.


······Cabe entonces decidir la procedencia o no de éste rubro, previo análisis de las causas invocadas para despedir   y  su  entidad  injuriante  (arts.242,  243 LCT.).


······Se tuvo por probado en el punto segundo del  Veredicto, que las causales esgrimidas para el distracto no existieron. El actor había sido suspendido sin  fecha  de  reintegro  y no acreditó la demandada haberlo intimado a retomar tareas. Por tanto, no existió abandono de trabajo en los términos del art.244 LCT. 


······Correspondía a la accionada demostrar  la  existencia de la inconducta o incumplimiento en que  funda su decisión (arts.242, 243, 244 LCT.; art. 375  CPCC), pero nada acreditó al efecto. 


······"El  empleador  que dispone el despido de un dependiente mediante la invocación de una causal  que  a su criterio es injuriosa y de entidad tal  que  impide la  prosecución del vínculo laboral, debe agotar todos los  extremos  a  fin  de  acreditar sus afirmaciones" (SCBA. L-34.858, 10/9/85, "Gamarra c/ Microómnibus Mitre").


······En consecuencia, debe tenerse por no  acreditada la existencia de injuria grave en el actor y  considerarse la ruptura como injustificada y encuadrable únicamente en las previsiones del art.  245  de  la  LCT. Consecuente con ello, propicio hacer lugar al  reclamo de indemnización por despido (art. 242, 243, 244,  245 L.C.T.; art. 375 C.P.C.).


······La antiguedad en el  empleo  del  actor  era  de quince años, tres meses y quince días al 15/12/98, por lo  que  a  los  efectos indemnizatorios deben tomarse dieciseis períodos. 


······El mejor sueldo mensual que percibió  el  demandante fue de $.618,30 (punto  quinto  del  Veredicto), que con el S.A.C. proporcional  asciende  a  $.669,80. "Por  tratarse  de un salario diferido el sueldo anual complementario  forma parte integrante de la remuneración  del  empleado  a los efectos indemnizatorios del art. 245 de la L.C.T." (SCBA. L-44.334, 19/3/91, "Sosa c/ Olivos Golf Club"). Esa remuneración no  supera  el tope máximo legal establecido para el cálculo  de  las indemnizaciones por antiguedad, según  lo  dispone  el art. 245 L.C.T. (t.o. art. 153 Ley 24.013).  El  monto por  el que prospera entonces la indemnización por antiguedad es de $.10.716,80.


······b) indemnización  sustitutiva de preaviso con el S.A.C. proporcional: Los derechos del  actor  respecto de éste ítem se sustentan en los mismos argumentos del punto anterior. Atento su antiguedad, propicio su procedencia por el equivalente a dos meses de sueldos más el  S.A.C.  proporcional:  $.1.339,60  (arts  231, 232 L.C.T.).


······c) sueldos de diciembre de 1997 hasta el despido (15/12/98) e integración del mes del despido, más  el  S.A.C. proporcional: El actor reclama sueldos por esos períodos y la integración de ese mes. 


······El  perito  contador informa haber comprobado en registros y recibos el pago  de  los  haberes  de  diciembre de 1997 y liquida haberes impagos a partir  de enero de 1998. La parte actora, expresamente consiente esas  conclusiones  periciales (fs.152), por lo que no hallo motivos para apartarme de la misma.


······No acreditado entonces el pago por la  accionada de los haberes a partir de enero de 1998, ni causa alguna  que la eximiera de pagar, proceden los rubros de éste punto (arts.74, 128, 137, 233 L.C.T.).


······Son once meses de sueldos, más  el  del  despido con su integración,  más  el  S.A.C.  correspondiente: $.8.037,60.


······d) vacaciones 1997: Reclama la parte  actora  en su  demanda las vacaciones correspondientes al período 1997. 


······No  ha  invocado ni probado el actor que gozó de tales vacaciones, hallándose vencido el plazo para hacerlo al momento de su reclamación.  Por  tanto,  debe rechazarse ésta pretensión, ya que al no  tratarse  de la situación que contempla el art.156, no resulta compensable en dinero (art.162 LCT.).


······e) aguinaldo primer semestre de 1997: También al no acreditarse su pago, procede hacer lugar a éste reclamo  del  actor (arts.128, 137, 121, 122 L.C.T.) por la suma de $.309,15.


······f)  indemnización art.2 Ley 25.323: Este reclamo no puede tener andamiento. La norma en que se funda la pretensión fue sancionada casi dos años después de  la fecha en que se produjo el despido, siendo improcedente su aplicación retroactiva (art.3 Código Civil).


······g) haberes  por el período del mandato gremial y por el año posterior al mismo: Existe un proceso judicial previo en el que se  determinó  la  reinstalación del  actor  en su puesto de trabajo (sentencia dictada por  el  Tribunal  del Trabajo Nº4 de Quilmes en causa Nº2661 que fuera ofrecida como prueba y corre agregada a la presente).


······Para  desbrozar  el camino hacia una solución de la pretensión que integra éste rubro, resulta  imprescindible considerar cuales son las acciones que  nacen de  la  ley 23.551, la naturaleza, objeto y efectos de la  sentencia  que  declara la exclusión de tutela del delegado gremial o en su caso, la reinstalación  a  su puesto de trabajo.


······Este Tribunal, sin disidencias (integrado en ese momento  con  el Dr. Hugo Charny), tuvo oportunidad de expedirse  sobre el tema en la causa Nº24.416, caratulada "BERON, FAUSTO JACINTO C/ CARINDU S.A.  S/  REINCORPORACION POR DESPIDO SIN CAUSA", donde me tocó emitir el primer voto.


······Se decía allí, que una deficiente técnica legislativa, ha llevado a la doctrina y a la jurisprudencia a dividirse en al menos tres corrientes bien  diferenciadas,  sin  perjuicio  de  que  en cada una de ellas existen opiniones con distintos matices.


······Cada una de éstas posturas ha recibido  críticas y adhesiones de importante jurisprudencia y de doctrina muy autorizada. Prueba concreta de la disparidad de opiniones  puede verse por ejemplo, en Julio J. Martinez Vivot, "La nueva ley sindical", TySS, 1988, p.289; Benito V. Nazar Anchorena,  "Tutela  sindical",  TySS, 1988,  p.1073;  Jorge A. Bof, "Garantías de protección de los representantes sindicales" TySS, 1989, p.122  y "Acciones tutelares de la libertad sindical",  ed.  La Rocca, 1991; Hugo R. Carcavallo, "Cuestiones que  provoca la tutela sindical", TySS, 1989, p.879; Jorge Rodriguez Mancini, "Acción de tutela por conductas antisindicales", TySS, 1992, p.297; Gustavo J. Gallo, "Aspectos  procesales de la tutela sindical", TySS, 1993, p.907; Eduardo Zamorano, "Exclusión del  representante sindical", D.T. 1991-A, p.1012; Enrique O. Rodriguez y Héctor P. Recalde, "Nuevo régimen de asociaciones profesionales",  Ed. Gizeh SA. 1989; Nestor T. Corte, "El modelo   sindical  argentino",  Ed.  Rubinzal-Culzoni, 1988; Diana R.  Cañal,  "Avances  jurisprudenciales  y doctrinarios en torno de la exclusión de tutela", D.T. 1990-B, p.2067; Daniel Pollero, "Tutela sindical en la Ley 23.551", Doctrina Laboral III, Errepar p.151; Luis Enrique Ramirez, "Resolución de exclusión de la tutela sindical: Medida cautelar o cosa juzgada?", D.T. 1989-A, p.569; etc.


······La misma disparidad se observa en  la  jurisprudencia. Baste para demostrarlo el ilustrado fallo dictado por la Sala VI de la Cámara Nacional de Apelaciones  en  los  autos  "Quela  S.A. c/ Chavez", de fecha 8/11/88 (D.T. 1989-A, p.73) donde se distinguen claramente  dos  de las líneas interpretativas apuntadas en los votos de los Dres. Capón Filas y Morando respectivamente; la tercera de las corrientes señaladas es  la sustentada  por  la  Suprema  Corte de la Provincia de Buenos Aires.


······a) Uno de esos criterios  interpretativos,  sostiene  que  las  acciones que consagra el art.52 de la ley 23.551 son acciones  autónomas,  de  conocimiento, con actuación sobre la cuestión de fondo, pero limitada a establecer si la conducta del empleador no lesiona  o  va dirigida a atentar contra la libertad sindical.


······Afirman  quienes  la sustentan, que el propósito que se persigue con esos trámites judiciales, es impedir comportamientos antisindicales. La sentencia, contendrá un juicio de valor que garantizará al empleador que su conducta no aparezca comprometida con actitudes que atenten contra la libertad sindical. La evaluación que debe hacer el juzgador en éstos procesos, es referida únicamente al proceder sindical. La sentencia que decreta la exclusión de tutela o la reinstalación  entonces  tendrá  efectos  de cosa juzgada únicamente en relación con el comportamiento sindical del empleador, quitándole  al  trabajador la coraza protectora que le brindaba su actividad gremial, o reinstalándosela. Levantada la tutela, el trabajador queda sin amparo sindical y no podrá volver sobre el tema en juicio posterior.  En el caso de la reinstalación, no podrá insistir el empleador por otro medio. 


······b) Una segunda corriente doctrinaria y jurisprudencial, coincide en parte con la  posición  anterior, pero  entienden  que se incluyen en el debate la cuestión sindical y la contractual.  Consideran  que  como todo juicio sumarísimo, se trata de una acción de  conocimiento pleno aunque abreviado y que  la  sentencia hace cosa juzgada material sobre todo: cuestión sindical y cuestión contractual.


······Es el criterio sustentado por varias Salas de la CNAT. (ej. sala I,"Sociedad Ganadera Esmeralda S.A. c/ Jaimes", 16/3/90, T.y SS. 1990, 707; sala II, 5/11/93, TySS 1993,496 con voto del Dr.Bermudez,  quien  cambió su criterio anterior expresado cuando  era  Procurador General del Trabajo; sala VI por mayoría en el  citado fallo "Quela c/ Chavez").


······Argumentan  sus sostenedores, que el proceso sumarísimo constituye un procedimiento plenario abreviado  por  medio  del  cual la pretensión del actor y la eventual contraposición se agotan, alcanzándose un acto jurisdiccional que tiene la cualidad y  efectos  de la cosa juzgada en sentido material,  sin  posibilidad de  revisión por otra vía. Consideran que aunque limitándose los plazos procesales, cada parte tiene garantía plena de hacer valer sus derechos y que lo contrario  implicaría un dispendio jurisdiccional injustificado  a  la vez que una sensación clara de inseguridad jurídica.


······c) Por último, una tercera línea de  interpretación -a la que adhiero-, sostiene que se trata de  acciones de naturaleza cautelar. Entienden que se  trata de medidas que no actúan ni deciden sobre las cuestiones  de  fondo, solo analizan si el derecho pretendido resulta prima facie verosímil.  La  sentencia  que  se dicta es provisional y no hace cosa juzgada  sobre  la cuestión sindical ni sobre la contractual. 


······Los detractores de ésta corriente  interpretativa,  esgrimen  entre sus argumentos que éstas acciones no pueden ser equiparadas a las acciones  establecidas para la medidas cautelares, porque las  mismas  tienen requisitos (subsidiariedad,  trámite  inaudita  parte, conocimiento  en  grado de apariencia, provisoriedad), que  no  se dan en el proceso sumarísimo previsto para ellas. Pero el hecho de que excepcionalmente el legislador  haya previsto la tramitación de una medida cautelar por un procedimiento especial, no la descalifica como tal.


······En el procedimiento previo de exclusión de tutela,  así  como en la de reinstalación, se analizan los hechos  que invoca el empleador o en su caso el trabajador, y se habilita un camino o una solución provisoria.


······Si observamos que las causas que se invocan para reclamar la exclusión de la garantía gremial, son  las mismas  que  luego se esgrimen para decidir la sanción que  se  pretende  aplicar (despido, suspensión etc.), como lógica consecuencia, obtenida la exclusión,  pero probado  en  un  proceso  posterior la inexistencia de esas causales, queda sin sustento la propia exclusión. De  manera  que el afectado puede optar entre reclamar la  restitución  a  su  lugar de trabajo y a su puesto sindical o  la  indemnización  sustitutiva  pertinente (conf. Enrique O. Rodriguez, Héctor P. Recalde, "Nuevo régimen  de  asociaciones  sindicales", Ed. Gizeh S.A. 1989, p.248/9). 


······En  el  caso  de  la acción de reinstalación, la sentencia que la admite no constituye un reconocimiento  definitivo  del derecho a la estabilidad sindical, sino una medida cautelar provisoria, cuyas  conclusiones pueden válidamente ser revisadas en  juicio  pleno posterior. 


······Como  resultado  de lo anterior, los trámites de exclusión de tutela y de reinstalación no dejan de ser procesos cautelares y la decisión que alli recae carece  de  las notas de la definitividad y no tiene valor de cosa juzgada.


······Tal es la doctrina que surge de la Suprema Corte de la Provincia de Buenos Aires, la que para  el  caso de la acción de exclusión de tutela sindical ha dicho: "Para que se configure el requisito de "definitividad" es  preciso  que  se  resuelva  de modo final sobre la existencia o suerte del derecho de fondo (conf.  causa L.41.796, sent. del 23/5/89); presupuesto  que  no  se configura en el pronunciamiento apelado en el  que  se decidió sobre la procedencia de la exclusión de la garantía sindical de dos trabajadores dependientes de la empresa actora, conforme a lo prescripto por  el  art. 52 de la ley 23.551 y  30  del  decreto  reglamentario 467/88. ....Con arreglo a lo establecido en el art. 52 de la Ley de Asociaciones Sindicales, los trabajadores amparados  por las garantías previstas en los arts.40, 48 y 50 de la ley, no pueden ser despedidos, suspendidos, ni con relación a ellos modificarse las condiciones  de trabajo si no media resolución judicial previa que los excluya de tales garantías. El art. 30 del decreto reglamentario 467/88 al referirse expresamente a la acción declarativa que a ese fin deberá promoverse, puntualiza que el empleador debe requerir ante el  órgano judicial, la exclusión de la garantía, con el alcance  que justifique la causa que invoque. Vale decir que, la exclusión de la tutela sindical lo es al  solo efecto  de  que el principal adopte la medida invocada en  su demanda; la que debe merituarse por el juzgador de grado en atención a las  circunstancias  que  prima facie  hagan verosímil el planteo sometido a decisión. Recién entonces le asistirá el derecho a efectivizarla -ello sin perjuicio de la medida cautelar prevista  en el primer párrafo in  fine  del  art.  52  de  la  ley 23.551-, dependiendo su legitimidad de  la  configuración de los presupuestos que el ordenamiento legal  en materia laboral común exige respecto del  régimen  del despido, suspensiones o modificación de las  condiciones de trabajo y de no comprobarse el requisito de legitimidad de  la  medida  patronal, el principal habrá incurrido en  violación  de  la  estabilidad  sindical instituida  en  la  ley.  (El subrayado me pertenece). .....En consecuencia, no se concreta la nota de "definitividad" a que se refieren los arts. 278 y  296  del Código Procesal Civil y Comercial, en la sentencia que declara  la  exclusión  de la garantía sindical de los trabajadores amparados por los arts. 40, 48 y 50 de la misma ley y  el  art.  30  del  decreto  reglamentario 467/88."  (SCBA.  causa  L-44.612,  "Antonucci y Bardi S.R.L. c/ Medina", 6/11/90).


······En igual sentido: "Por cierto, distinto es cuando  el principal cumple acabadamente con los pasos legales y procedimentales regulados por  el  legislador, en  cuyo  caso excluido judicialmente el representante gremial de la tutela sindical, la  legitimidad  de  la medida patronal dependerá de la configuración  de  los presupuestos  que  el ordenamiento laboral común exige respecto del régimen del despido, suspensiones o modificaciones de las condiciones  de  trabajo.  Y  de  no comprobarse  el requisito de legitimidad de la medida, el principal incurrirá en transgresión de la estabilidad sindical instituida por la  ley;  la  cual  además otorgará derecho al afectado (art. 52,  2do.  párrafo, ley  citada) a promover judicialmente la reinstalación en  su  puesto de trabajo o el restablecimiento de las condiciones de labor". (SCBA. causa L-45.265, "Alvarez c/ Rouch", 6/11/90).


······Como se observa de lo anterior, la Excma. Suprema Corte Provincial entiende que la sentencia que  decide la exclusión de tutela sindical, no tiene el  requisito de "definitividad" que exigen las normas  procesales para tener acceso a la vía extraordinaria provincial. Siguiendo esa línea  de  pensamiento,  al  no tratarse de sentencia definitiva, no puede tener efectos de cosa juzgada sobre nada de lo que decide.  Ello así, por cuanto contar con la calidad de definitivo es uno de los requisitos necesarios para que un decisorio alcance efectos de cosa juzgada. La acción de reinstalación  tiene la misma naturaleza jurídica e idénticos efectos.


······Hay quienes sostienen que las acciones previstas en el art.52 citado hace cosa juzgada sobre  la  cuestión gremial, impidiendo discutir luego la nulidad del despido  y descartando toda posibilidad al afectado de demandar  la  reincorporación o la indemnización especial en el caso de la acción de exclusión de tutela; o el derecho al cobro de haberes y a la estabilidad sindical en el caso de la reinstalación. Pero ello implicaría darle carácter de decisión definitiva a la cuestión principal mediante el simple exámen de la verosimilitud del derecho alegado por el accionante.


······Al no existir cosa juzgada, ello lleva a que  en un proceso posterior, más  amplio  y  profundo,  pueda reiterarse el tratamiento de  las  mismas  cuestiones, constituyendo  ello parte de la garantía de libertad y estabilidad que la Constitución Nacional exige respecto de los representantes gremiales (art. 14 bis).


······Al tenerse por no acreditados los requisitos necesarios para que el actor pudiera contar con  estabilidad  gremial,  carece de sustento la reinstalación a su puesto de trabajo, cautelar y  provisoriamente  decretada en el juicio sumarísimo.


······Este  criterio que propicio se compadece más con el fin de la norma: tutelar la libertad y la estabilidad del delegado gremial, que por su actividad se  halla  extremadamente  expuesto,  brindándole un remedio rápido  y provisorio, pero preservando el derecho a un análisis  profundo y exhaustivo en un juicio ordinario posterior. Lo contrario implicaría  hacer  cargar  con graves consecuencias a alguna de las partes,  por  una decisión judicial tomada solo en base a la verosimilitud  de  un  derecho  que  pueda alegar el demandante. Prueba  concreta de ello lo constituye el caso en tratamiento, donde luego de un trámite ordinario,  surgen no  probadas las condiciones necesarias para contar el actor  con la protección que contempla el art.48 de la ley 23.551.


······El Dr. Rodolfo E. Capón Filas, aunque con  matices distintos en cuanto a los efectos de la  sentencia de exclusión de garantía, en ilustrado voto en los citados  autos  "Quela  S.A.  c/  Chavez"  (D.T. 1989-A, p.73), le adjudica también el carácter de cautelar, ya que su finalidad es solamente analizar la  verosimilitud de los hechos imputados y de la tipificación  pretendida  de los mismos. Apoya su posición diciendo que no  parece  ajustarse  a  las  garantías  que  nuestra Constitución  Nacional  (art. 14 bis) otorga a los representantes gremiales para el ejercicio  de  su  gestión, una norma que los someta a un proceso sumarísimo de conocimiento para el juzgamiento  de  su  conducta, con  las  restricciones al derecho de defensa que ello implica.  Agrega  además  que  también habría un trato discriminatorio, ya que un trabajador no amparado  por la tutela tendría derecho a un proceso ordinario.


······Los mismas consideraciones cabrían  respecto  de la  acción de reinstalación y la situación del empleador, no quedando dudas que la provisoriedad de las resoluciones seguramente fue la intención del legislador al  establecer las acciones protectorias contenidas en la ley 23.551.


······Nuestro  Superior Tribunal Provincial claramente ha establecido: "El pronunciamiento del  Tribunal  del Trabajo  que  dispuso la reinstalación en su puesto de trabajo del actor por considerar que la  demandada  se anticipó al liberarlo de prestar servicios sin cumplir con el requisito previo de obtener la resolución judicial anterior que la excluya de la  garantía  sindical no reviste carácter definitivo en los términos de  los artículos 278 y 296 del Código Procesal Civil y Comercial, desde que nada impide al recurrente el ejercicio de los poderes de dirección y disciplinario inherentes a  su calidad de empleador, previo cumplimiento de los requisitos exigidos" (SCBA, Ac 46339 I 2-4-1991, "Guidoni, César Daniel c/ Banco de Olavarría S.A. s/ Reincorporación. Recurso de queja"). 


······Sin  perjuicio de lo anterior, a riesgo de incurrir en incongruencias en las decisiones del Tribunal, no puedo dejar de lado  los  antecedentes  propios  en idénticas cuestiones. 


······En  febrero  del  corriente año éste Tribunal ha dictado sentencia en  la  causa  Nº27.953,  caratulada "SILVA, RAUL ANTONIO C/ SUBPGA S.A. S/ DESPIDO", en la que también me ha tocado emitir el primer voto. El actor de esa litis había sido electo como integrante del mismo  Sindicato en las mismas elecciones que Zamora y con mandato por igual período. En esa causa donde también se reclamaba por los derechos emanados de la  estabilidad sindical, se  rechazaron  esas  pretensiones por  carecer la entidad de Personería Gremial y por no haberse acreditado la debida notificación a la empresa de esas designaciones.


······Tampoco puedo omitir considerar que en un precedente  de otro Tribunal, con fallo confirmatorio de la Suprema Corte de Justicia de la Provincia, se rechazaron  idénticas  pretensiones  de quien fuera designado Secretario General del mismo sindicato en las  citadas elecciones (SCBA,  L  81170,  19-12-2001,  "Rodríguez, Emeterio  y otros c/ Subpga Sociedad Anónima s/ Acción de reinstalación").


······En  consecuencia,  incurriría   en   escandalosa contradicción  acceder  a la reclamación actora por el rubro  en  trato, independientemente de que el antecedente previo está dado por una sentencia que tiene  la naturaleza de las medidas cautelares sin  los  efectos de la cosa juzgada. 


······Como corolario de lo anterior,  ésta  pretensión del  actor  debe  ser desestimada. El actor, invocando tener estabilidad gremial por su cargo en el Sindicato de Obreros y Empleados de la Industria de la Carne  de Berazategui,  hace uso de la opción prevista en el párrafo  cuarto  del  art.52 de la Ley 23.551 y reclama, además de las indemnizaciones por despido, las remuneraciones del período de vigencia del mandato y  de  un año posterior.


······La demandada en su responde, no  solo  desconoce el carácter invocado por el actor y que su elección le hubiese sido notificada, sino además,  niega  que  ese Sindicato cuente con personería gremial.


······Incumbía el  actor  la  carga  de  demostrar  el cumplimiento de los requisitos exigidos para la operatividad de la estabilidad prevista en el art. 48de  la ley  23.551, ( conf. SCBA, L 39417, 21-6-1988, "Cejas, Santos  Gustavo  y  otros  c/  Papelera  Don  Torcuato S.A.C.I. s/ Despido, etc").


······Surge  del Veredicto que no se acreditó la notificación  formal  a la demandada de la designación del actor, con lo que queda incumplida la condición requerida por el art. 49 inc.b) de la Ley 23.551. Pero además y fundamentalmente, quedó también probado  que  la entidad  a  la que pertenecía el demandante, carece de personería gremial, contando simplemente con  inscripción en el Ministerio de Trabajo.


······Se concluye de lo anterior, que el actor no contaba  con  la estabilidad gremial que otorga el art.48 del  cuerpo  normativo citado y en consecuencia, no le asiste derecho alguno a  percibir  las  remuneraciones que pretende por éste concepto. Y la conclusión no varía  aún  cuando  el Sindicato en cuestión puede estar adherido a una Federación de segundo grado con  personería gremial.


······La  jurisprudencia es uniforme y reiterada en el sentido indicado: "La personería gremial de la Federación  -asociación  sindical de segundo grado- a la que está adherido el sindicato que no cuenta con  inscripción gremial, no ampara o protege a los representantes gremiales de este último" (SCBA, L  45759,  21-5-1991, "Spergge, Pedro Argentino c/ Consorcio de Propietarios Edificio "Delfín" s/ Reinstalación de puesto  por  garantía sindical"; SCBA, L 58478, 12-11-1996,  "Ayerbe, Juan  B.  c/ Asociación Cooperativas Argentinas, Coop. Ltda. Fábrica de Aceites Vegetales Tres Arroyos s/ Indemnización  por  antiguedad  por  despido incausado y otros"). 


······En el mismo sentido, "carece de derecho a la estabilidad gremial el trabajador que desempeña un cargo electivo  en  una  asociación  sindical sin personería gremial (art. 48, ley 23.551)" (SCBA, L  58292,  11-2-1997, "Yaru, Néstor Omar c/ Cooperativa Agrícola Ganadera  "La Defensa"Ltda. s/ Diferencia de indemnización por despido"); "La estabilidad gremial que consagra la ley  23.551 se refiere exclusivamente a los trabajadores que detentan  cargos  sindicales  en  asociaciones sindicales  con  personería gremial y no a las simplemente inscriptas" (SCBA, L 70338,  2-8-2000,  "Farinelli,  Hugo  O.  c/ Usina Popular y Municipal de Tandil Soc. de Economía Mixta. s/ Estabilidad gremial");  "El art.  48 de la ley 23.551 se refiere de modo expreso a las  asociaciones  sindicales con personería gremial y no  a las simplemente inscriptas. Unicamente gozan del derecho a estabilidad previsto en dicha ley los trabajadores  que ocupen cargos electivos o representativos en asociaciones  sindicales  con  personería  gremial" (SCBA,  L 79054, 10-4-2001, "Castillo, Héctor martín y otro c/ Cerámica Campana S.A. s/ Amparo gremial,  restitución en el cargo, salarios (Procedimiento  sumarísimo, art. 52 ley 23.551)"; SCBA, L 81170, 19-12-2001, "Rodríguez, Emeterio y otros c/ Subpga Sociedad Anónima s/ Acción de reinstalación".


······En suma, el monto total por el que  propicio  la procedencia de la demanda, es de $.20.403,15.


······h) Resulta inatendible el planteo de inconstitucionalidad de la Ley 23.928 efectuado por la parte actora. 


······Con la sanción de la ley 25.561  se  produce  el abandono del sistema de convertibilidad  impuesto  por la ley 23.928 vigente desde abril  de  1991,  pero  se mantiene la prohibición de indexar los créditos manteniendo  la  vigencia de los arts.7 y 10 de ésta última normativa.


······Luego  de  unos primeros meses donde impactó con fuerza  la  depreciación monetaria, el país ingresó en un período de cierta estabilidad.


······Por tanto, y si bien en alguna oportunidad (Causa  Nº28.520 "Diaz, Monica Cinthia del Valle c/ Agenda Laboral SRL s/ Despido"), éste Tribunal hizo  lugar  a un planteo similar, la estabilidad subsiguiente  y  la posibilidad de mantener incólume el contenido económico  de  la  sentencia  mediante las tasas de interés a aplicar (art. 8 segundo párrafo del Dec. Reglamentario 529/91 (texto según al art. 10 del  Dec.941/91  -  DT, 1991-B, 1287; CNAT, Sala  III,  30/9/93;  DT.  1994-A, 730), me llevan a inclinarme por el rechazo del  planteo en trato. 


······El  cese  del  proceso de depreciación monetaria hacen  que  a la fecha no alcance una magnitud tal que justifique  el apartamiento constitucional de las normas cuestionadas. 


······Sin perjuicio de lo  anterior,  expresamente  se deja  abierta la posibilidad de cambiar el criterio en el caso de reiniciarse y aumentar el proceso de  deterioro del valor del peso.


······Consecuente con lo anterior, sobre las sumas  de condena se devengarán intereses según  las  tasas  que éste Tribunal viene aplicando a partir de la sentencia dictada  en  autos "Gutierrez, Anibal Daniel c/ Aachen SACI.  s/  Enfermedad accidente", con las correcciones efectuadas a partir de la sentencia dictada  en  autos "Bujak c/ Rigolleau s/ enfermedad" causa Nº23.738: 12% anual desde el 15/12/98 hasta  el  31/12/01,  del  24% anual desde el 1/1/02 hasta el 31/7/02 y la tasa activa  que utiliza el Banco de la Provincia de Buenos Aires para sus operaciones de descuentos desde el 1/8/02 hasta  la fecha del efectivo pago (art.622 Cód. Civil; art. 10 Dec. 941/91).


······i)  Plantea también la parte actora la inconstitucionalidad de la ley 24.432. Si bien el  planteo  no ha sido formulado con  la  primera  presentación,  del mismo se ha dado oportuno traslado  a  la  contraparte asegurando  su debido derecho a réplica. En consecuencia  corresponde  expedirse  sobre la viabilidad de la petición.


······Por compartir totalmente sus argumentos, me permito aquí seguir, en lo esencial, el voto emitido  por mi colega Dr. Victor  E.  Schenfeld  en  la  causa  Nº 27.324 caratulada "Gonzalez Manuel C/ Porcelanas Dresden S.C.A. S/ Despido, etc.-" 


······El día 10 de enero de 1995 se publicó en el  Boletín Oficial la ley 24.432, que introdujo un agregado a los artículos 505 del  Código  Civil  y  277  de  la L.C.T.,  limitando la responsabilidad del condenado en costas en relación a los honorarios del letrado de  la parte vencedora y los peritos que hubieren intervenido en una causa judicial o arbitral, al 25 % del monto de la sentencia.


······La norma en estudio corresponde a  la  época  de plena fiebre flexibilizadora (en cuanto a las relaciones del trabajo) y desreguladora en general.-


······El  modelo  económico  impuesto -en ese momento- exigía estabilidad de condiciones macroeconómicas y de reglas de juego, para que sea rentable y atractiva  la inversión, al mismo tiempo que exigía inestabilidad de las reglas que regulan el trabajo humano, generando un proceso de profundas y veloces  transformaciones,  que originó, entre otras y en pocos años,  la  sanción  de las  leyes  24.013,  24.465,  24.467,  24.522, 24.557, etc., todas por supuesto siguiendo una clara dirección contraria al programa constitucional, violando -al menos- los principios protectorio, de indemnidad,  y  de progresividad que informan nuestra materia.


······En  el  marco  descripto  fue  sancionada la ley 24.432,  orientada a rebajar el importe de los honorarios que los abogados y peritos perciben por su actuación judicial o arbitral.


······Los  preceptos  de la norma afectan al ejercicio profesional de la abogacía en general, y no solo el de los abogados laboralistas, sino también el de los  auxiliares  de  la  justicia,  lo  que implica decir que afecta directa y claramente a esta misma.


······Vigente la ley 24.432 se tornó inevitable el debate  en torno a su aplicabilidad o no en la Provincia de Buenos Aires.


······Esto originó, que los tribunales se pronunciaran observando tres temperamentos distintos.


······En algunos casos se declaró la  inconstitucionalidad  de  la  norma, en otros (la inmensa mayoría) se determinó que la misma no era aplicable, y finalmente, otra  interpretación entendía que solo debía aplicarse la ley 24.432 cuando la misma era expresamente invocada por la parte demandada.


······La segunda solución se fundamentaba generalmente en  que, teniendo las costas un carácter eminentemente procesal, y encontrándose reguladas por normas adjetivas, las que desplazan a las de  esencia  civil  o  de fondo, y dado que el dictado de normas procedimentales es facultad no delegada por el estado provincial en el nacional  (art.75  inc.12 y 121 de la Constitución Nacional), se consideraba que las  disposiciones  de  la ley 24.432 carecían de vigencia en jurisdicción de  la Provincia de Buenos Aires, en cuanto refiere a  situaciones regladas exclusivamente por normas adjetivas  y arancelarias  locales,  tales  como   la   imposición, distribución y cuantía de las costas.


······Recordemos que el art. 16 de la ley 24.432  dispone : "Invítase a las provincias a adherir al presente régimen, en lo que fuera pertinente."


······Y  teniendo  presente que la Provincia de Buenos Aires  nunca  concretó  la invitada adhesión, era esta evidentemente una solución práctica, porque le  permitía al juzgador evitar la aplicación de una norma  que no se ajusta al sentido jurídico común, sin  necesidad de recurrir a la última ratio de declarar su inconstitucionalidad.


······Así permanecieron las cosas durante más de siete años, hasta que la situación cobró nueva vigencia  con motivo  de una sentencia de la Suprema Corte de Justicia  de  Buenos  Aires,  dictada en la causa "Zuccoli, Marcela c/SUM S.A. s/Daños y perjuicios", del 2 de octubre de 2002.


······Como ya fue dicho, el artículo  505  del  Código Civil,  que  comienza  diciendo  : "Los efectos de las obligaciones respecto del acreedor  son....",  recibió un agregado por medio de la ley 24.432, que dice : "Si el incumplimiento de la obligación, cualquiera sea  su fuente,  derivase  en  litigio judicial o arbitral, la responsabilidad  por  el pago de las costas, incluidos los honorarios profesionales de todo tipo allí  devengados y correspondientes a la primera o única  instancia, no excederá del 25 % del monto de  la  sentencia, laudo,  transacción o instrumento que ponga fin al diferendo. Si las regulaciones de honorarios practicadas conforme  a las leyes arancelarias o usos locales, correspondientes  a todas las profesiones y especialidades superan dicho porcentaje, el juez procederá a prorratear los montos entre los  beneficiarios.  Para  el cómputo del porcentaje indicado, no se tendrá en cuenta el monto de los honorarios profesionales que hubieren  representado,  patrocinado  o asistido a la parte condenada en costas."


······Idéntico párrafo agregó la ley 24.432 al artículo 277 de la L.C.T.


······La causa "Zucoli, Marcela c/Sum S.A.  s/Daños  y perjuicios" llega a conocimiento de la S.C.J.B.A.  con motivo del recurso de inaplicabilidad de  ley  que  la demandada interpone contra la sentencia definitiva del tribunal de grado (Tribunal del Trabajo  nº  3  de  La Plata),  planteando  además  arbitrariedad,  absurdo e infracción  al  artículo 505 del Código Civil y violación a los artículos 17 y 18 de la Constitución Nacional,  por  entender que el monto de los honorarios que había sido condenada a pagar era exorbitante y confiscatorio.


················Cabe aclarar que el tribunal de grado, tal como lo hacían la mayoría de sus pares en el ámbito provincial, había regulado honorarios ignorando los términos de la ley 24.432.


······La sentencia de la S.C.J.B.A. hace lugar al  recurso,  por  mayoría, en cuanto pretende la aplicación de la ley 24.432, ordenando devolver los autos al juzgador de grado para que obre de conformidad a la citada norma.


······Es  imprescindible señalar que en la causa citada, no fue planteada la inconstitucionalidad de la ley 24.432.


······De modo que el Alto Tribunal no se  ha  expedido aún  en torno a la constitucionalidad o inconstitucionalidad de la norma.


······En  el  caso analizado lo que la Corte ha hecho, por cinco votos de sus miembros a favor y dos votos en contra,  es  determinar  que  el  artículo 1 de la ley 24.432 es aplicable en el orden provincial, sin  necesidad de adhesión de ninguna especie.


······Entiendo que la aclaración precedente es de suma importancia,  porque  más allá de disentir con el voto expuesto   por  la  mayoría  de  los  miembros  de  la S.C.J.B.A., la norma puede atacarse por su inconstitucionalidad  (temperamento que aparentemente se trasluciría en el voto del Dr. Hitters) desde dos flancos.


······El primero de ellos es el referido al exceso, si nos  atenemos  a  la  interpretación  amplia  que   la S.C.J.B.A. le atribuye a la norma en estudio, por parte  del  legislador nacional, al pretender que una directiva de neto corte procesal tenga  vigencia  en  el ámbito de una provincia, sin que esta expresamente hubiere adherido al sistema.


······El  segundo  tiene relación con la violación del Preámbulo  y los artículos 14, 14 bis, 16, 17, 18 y 75 inciso 22 de la Constitución Nacional.


······El hecho de que el legislador nacional incorpore en el Código Civil una norma no puede implicar, de por sí, que se trate de una norma de fondo, ya que la verdadera naturaleza de la norma siempre podrá ser objeto de análisis.


······Para ello basta detenernos en la lectura del artículo  77 del Código Procesal Civil y Comercial de la Provincia  de  Buenos Aires, que dice : "Alcance de la condena en costas. La condena  en  costas  comprenderá todos los gastos causados u ocasionados por la sustanciación del proceso y los que  se  hubieren  realizado para  evitar el pleito, mediante el cumplimiento de la obligación.  Los correspondientes a pedidos desestimados serán a cargo de la parte que los efectuó u originó, aunque la sentencia le fuere favorable en lo principal.  No  serán  objeto  de reintegro los gastos superfluos o inútiles. Si los gastos  fuesen  excesivos, el juez podrá reducirlos prudencialmente.


······El  subrayado  sobre  la expresión "todos" tiene por objeto poner de  relieve  que,  efectivamente,  la parte  vencida  debe responder por todos y no solo por una parte de los gastos que el proceso hubiere ocasionado; y tiene también como finalidad dejar puntualizado  que la materia ha sido minuciosamente reglamentada por  la ley de rito, lo que indica que nos encontramos frente a una cuestión eminentemente procesal.


······De modo que no pueden caber dudas de que  existe una superposición de normas (una provincial y otra nacional),  que  regulan de forma distinta una misma situación,  pues  mientras para la primera el alcance de la condena en costas se refiere a la totalidad de  los gastos  ocasionados  por la sustanciación del proceso, para la segunda el alcance es menor, ya que  introduce un  tope que en la práctica determina solamente la cobertura de una parte de esos gastos.


······Además de existir una norma procesal expresa como  la  antes señalada, tampoco podemos olvidar que en el orden provincial se encuentra en vigencia una norma que  regula  el  arancel para abogados y procuradores, ley 8.904, que ateniéndonos a la interpretación amplia de la S.C.J.B.A., habría sido derogada de facto.


······En  efecto, si interpretáramos que la ley 24.432 es aplicable en el ámbito provincial sin más, el artículo  77 del C.P.C.C. y las normas de la ley 8.904 pasarían a ser letra muerta, por imperio  de  una  norma nacional,  lo que constituiría un avasallamiento de la autonomía provincial, en violación a las disposiciones de los artículos 75 inciso 12 y 121 de la Constitución Nacional.


······En la aplicación de la ley 24432 se han adoptado dos posturas diferentes"


······1) Los honorarios profesionales deben  regularse de forma tal que en su conjunto, y computadas el resto de  las  costas,  no superen el veinticinco por ciento del monto de la sentencia.


······2) Los honorarios deben regularse con sujeción a la ley arancelaria provincial, pero  el  condenado  en costas solo responde hasta el límite impuesto  por  la ley 24.432.


······Cualquiera de las dos opciones resulta disvaliosa porque materializan el avasallamiento de la autonomía de nuestra Provincia, aunque la primera lo es más, porque  desinterpreta inclusive lo que la norma expresamente reconoce cuando dice : "Si las regulaciones de honorarios practicadas conforme a las leyes  arancelarias o usos locales...superaran dicho  porcentaje...", lo que no puede llevar a dudas en cuanto a que LAS REGULACIONES DE HONORARIOS DEBEN HACERSE CONFORME LA LEY ARANCELARIA LOCAL, temperamento  incluso  expresamente sostenido en los votos de los Dres. de Lazzari y  Pettigiani.


······Afirmar  que  el artículo 1 de la ley 24.432 por vía de su incorporación al Código Civil constituye una norma  de fondo que regula el límite de la responsabilidad del condenado en costas constituye  -cuanto  menos- una visión parcial y asistémica de nuestro  ordenamiento  jurídico, porque no nos encontramos frente a la existencia de un mero "límite a la responsabilidad" considerado en forma abstracta, sino frente a una norma  que pretende modificar la IMPOSICION, la DISTRIBUCION,  y la CUANTIA de las costas, todos temas eminentemente procesales, lo que equivale a decir que AFECTA LA CONDUCCION DEL PROCESO EN SU FASE FINAL.


······Puede  citarse  aquí  "Lopez,  Raul  c/  Conarco S.A.", C.S.J.N., 9/8/83, "Cuando la prestación laboral consiste en el desempeño de una actividad de naturaleza profesional, fijar el  salario  correspondiente  es una atribución que, en los términos del artículo  104  (actual  121)  de  la Constitución Nacional, conservan las provincias, a cuyo poder de policía  pertenece  la facultad de regular la retribución razonable y adecuada de las profesiones liberales."


······En el tratamiento de este aspecto no resulta  en absoluto  desdeñable  el argumento invocado en el voto del  Dr. Negri (en minoría), quien se refiere a la autolimitación del legislador nacional, que a través del artículo  16  de la norma en estudio invita a las provincias a su adhesión, en lo que fuera pertinente.


······Hubiera carecido de sentido el agregado  de  "en lo  que fuera pertinente", cuando es obvio que mal podría  pretenderse la adhesión por parte de las provincias a aquello "que no fuera pertinente".


······En  síntesis,  si el legislador nacional hubiera considerado  que  la adhesión de las provincias no era necesaria,  sencillamente  debería de haber omitido la redacción del artículo 16 de la norma en análisis, por el  contrario  el  agregado  de la previsión, teniendo presente la  superposición  con  normas  provinciales, sancionadas  en  uso de las facultades que las provincias no han delegado en la Nación, impone la adhesión, sin más distingos que el que la propia norma adherente pudiera formular.


······Que para el caso de interpretarse  que  nos  encontramos frente a una norma de carácter procesal, excepcionalmente legislada por el  legislador  nacional, no  se  advierte en la especie, ni aparece explicitado en forma alguna, cual es el fin superior perseguido al imponerse una limitación irrazonable a los emolumentos de los abogados, que en la práctica se traduciría como una  transferencia de ingresos de los trabajadores (en este  caso  del derecho y de las distintas profesiones que actúan como auxiliares de la justicia) a favor del sector empresario.


······La norma en cuestión, viola también al preámbulo y  a  los artículos 14, 14 bis, 16, 17, 18 y 75 inciso 22 de la Constitución Nacional :


······Aún dejando de lado todo lo que hasta aquí hemos dicho, prescindiendo absolutamente de la  problemática de  la  cuestión  referida  a la falta de adhesión por parte de la Provincia a los términos de  la  norma  en estudio, pues aún así la norma es claramente inconstitucional.


······Regulados los honorarios de acuerdo a las normas arancelarias locales, por lo que se supere el 25 % del monto de la sentencia nadie respondería frente al profesional, lo que es absurdo e irrazonable, pues  existirían honorarios regulados que nadie estaría obligado a abonar. Esto contraría las previsiones de los  artículos  14 (gratuidad del trabajo profesional en determinado porcentaje), 14 bis y 17 de la Constitución Nacional. 


······Además,  el  trabajo se presume oneroso así como la representación judicial que ejerce  el  letrado  se presume onerosa por las reglas del  mandato  (artículo 1871 de Código Civil cuando refiere a  "trabajos  propios de la profesión lucrativa del mandatario"). 


······El art.14 de la Const. Nacional garantiza a  los habitantes de la Nación el derecho a trabajar, y atento que, conforme nuestro derecho positivo  el  trabajo no se presume gratuito, la norma constitucional aparece parcialmente vulnerada, porque en la parte  en  que el trabajo profesional  no  sea  remunerado  estaremos frente a una norma vaciada de contenido.


······De nada sirve que la Constitución Nacional  asegure el derecho de trabajar si se permite que una norma inferior autorice el pago parcial de  la  remuneración.


······Los  abogados y los otros profesionales auxiliares  de la justicia (peritos) también son trabajadores y tienen derecho a cobrar sus honorarios de  conformidad a lo que las  leyes  arancelarias  determinan,  la quita  que  le ley 23.432 pretende imponer implica que una parte de su honorario, que tiene carácter  alimentario, permanezca impaga por siempre.


······Viola  también  el principio de igualdad ante la ley  la  previsión del artículo 1 de la ley 24.432, al establecer una irritante, y carente  de  toda  lógica, distinción entre el derecho del letrado del actor y el derecho del letrado del demandado.


······Recordemos que analizada la norma en el marco de la  justicia  del  trabajo, la misma efectúa una clara opción en contra de quien representa al más débil.


······En  efecto,  resulta que mientras el letrado del actor, que insisto es un  trabajador  y  ha  resultado vencedor en la contienda judicial, debe prorratear  el importe de su honorario junto con los demás  profesionales que hubieren actuado en carácter de peritos,  de manera que la sumatoria de todo ello no supere el 25 % del  monto  de  la sentencia; el letrado del demandado mantiene  incólume  su derecho a percibir la totalidad del  honorario que se le hubiere regulado, sin limitación de  ninguna  naturaleza y aún cuando el resultado del juicio le hubiere sido desfavorable.


······En síntesis: el letrado que  aportó  su  conocimiento, experiencia y trabajo físico e intelectual para obtener una sentencia favorable al derecho del trabajador, debe soportar una merma en el importe de  sus honorarios,  que  en  algunos  casos  puede  llegar  a constituir una suma muy elevada (por  ejemplo  en  una situación frecuente, cuando han intervenido tres peritos), en tanto que el letrado del demandado  perdidoso puede perseguir el cobro íntegro de su crédito por horarios profesionales, con independencia por cierto del resultado  del  pleito y de la cantidad de peritos que el mismo letrado haya ofrecido.


·······Queda  claro  entonces que la norma en análisis efectúa  una  discriminación negativa e irrazonable en contra  del  letrado  del  trabajador,  que no llego a comprender  de  que  manera puede compatibilizarse con las previsiones del artículo 16 de la Constitución Nacional.


······Se agrede asimismo a las garantias que  consagra el art.17 de la Const. Nacional, porque existe un trabajo que debe remunerarse en una determinada extensión y se lo hace en una menor, constituyendo esto un claro subsidio para el empresario moroso e incumplidor,  que además ha resultado vencido en un juicio, en  desmedro de la propiedad del letrado.


······La aplicación de la ley 24.432,  afecta  también una adecuada defensa en juicio. El trabajador obligado a  promover una acción contra su empleador, se ve forzado  a  contratar un profesional que sabe -ab initio- que no va a percibir una justa e íntegra contraprestación por su trabajo.


······Además, al promover la demanda,  se  colocará  a menudo al letrado frente a la opción de ofrecer  todas las pruebas conducentes a la adecuada defensa del trabajador, proponiendo la designación de todos los peritos que sean necesarios, sabiendo que ello le implicará  inexorablemente una marcada merma en el importe de sus honorarios, o a omitir el ofrecimiento adecuado de prueba en resguardo de su propio interés, persiguiendo una regulación de honorarios íntegramente cobrable.


······Por otra parte, se provocaría  la  tentación  al letrado de aconsejar a conciliar el pleito "antes  de  la apertura a prueba y la designación de los peritos", aunque no lo sea en los términos más  favorables  para el  trabajador,  con  tal de obtener el reconocimiento del demandado al pago íntegro de honorarios.


······Como contrapartida, también se tienta a la parte demandada  a  ofrecer  varias pericias, más allá de lo necesario (por ejemplo con el mero desconocimiento  de un  recibo de haberes auténtico se impone la intervención  en juicio de un perito calígrafo), con el objeto de forzar la voluntad del abogado del trabajador y obtener una conciliación que de otro modo no sería posible.


······En síntesis, una ley que atenta contra el debido derecho  de  defensa  del trabajador, sujeto al que la Constitución  Nacional  le asigna una protección especial, es inconstitucional  por  resultar  incompatible con el artículo 18 de dicho cuerpo legal.


······No contribuye a  "afianzar  la  justicia"  ni  a "promover  el  bienestar   general",   preceptos   que nuestros constituyentes han plasmado en  el  Preámbulo de la Constitución Nacional, el que lleva implícito el concepto de progresividad que debe impregnar el contenido de la legislación común, mediante el  dictado  de una norma que otorga un trato mezquino y discriminatorio  a  los abogados de los trabajadores y a los auxiliares de la justicia, otorgando paralelamente una garantía a la impunidad de los empleadores.


······Por el  contrario,  fomentará  la  litigiosidad, porque los empleadores incumplidores podrán  previsionar sus gastos, sabedores que por todo lo  que  exceda el  veinticinco por ciento del pleito opera una garantía  de  impunidad,  que los pondrá a resguardo por el pago de gastos que ellos mismos han originado.


······No podemos tampoco ignorar, que con  la  aplicación de la norma en trato se estaría introduciendo una marcada  rebaja  en  los  honorarios profesionales que desde  tiempo  inmemorial la jurisprudencia de nuestra Provincia estableció en torno del dieciocho al  veinte por ciento del monto de la sentencia.


······No se ajustaría a las  pautas  de  razonabilidad que una labor profesional que siempre  fue  remunerada en  torno a un porcentaje, repentinamente pase a serlo en base a uno marcadamente menor, sin que exista causa objetiva que lo justifique.


······La ley 24.432, en los aspectos ya mencionados en los  puntos  anteriores, viola también disposiciones y normas establecidas en convenios, tratados,  pactos  y declaraciones internacionales que, conforme el artículo 75 inciso 22 de la Constitución  Nacional,  "tienen jerarquía constitucional". A modo de ejemplo se  cita: Arts.7, 17, 23, 25 y 30 de la Declaración Universal de Derechos Humanos (París,  10/12/1948);  arts.II,  XIV, XVI  y  XXIII de la Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre (Bogota, 1948); arts. 1, 21, 24,  26 y 29 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos  (Pacto de San José de Costa Rica); arts.5, 6, 7, 9 y 11 del Pacto Internacional de Derechos Económicos,  Sociales  y  Culturales  (Asamblea de la O.N.U., 16/12/1966); arts.2, 3, 5 y 26 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos (16/12/1966).


······Por todo lo expuesto, concluyo que el art. 1  de la  ley  24.432  no  resulta de aplicación en el orden provincial, hasta tanto la Provincia de  Buenos  Aires no  formule la adhesión prevista por el artículo 16 de la  misma;  sin  perjuicio  de lo cual la norma citada constituye  un  avasallamiento  a la autonomía provincial, todo ello en violación a los artículos 75 inciso 12 y 121 de la Constitución  Nacional.  Independientemente de lo anterior, la norma en cuestión no es  compatible  con las disposiciones de los artículos 14, 14 bis,  16,  17  , 18, 75 inciso 22 y el Preámbulo de la Constitución  Nacional  y los Tratados Internacionales citados (arts 1, 3, 11, 31, 39, 57 y  concordantes  de la Constitución de la Provincia de Buenos Aires). 


······j) Propongo que las costas sean  soportadas  por la demandada por la parte de la demanda cuya procedencia se propicia (arts. 19 y 20 Ley 11.653), y  por  el actor por la parte que se rechaza, si bien en éste último  caso  con  el beneficio del art.22 de la ley ritual.


······Así voto.


······A la  misma  cuestión  planteada el Sr. Juez Dr. Schenfeld,  por los mismos fundamentos adhiere al voto del Dr. Campanari.


······A  la misma cuestión planteada la Sra. Juez Dra. Russo dijo: adhiero al voto del doctor Campanari, salvo en lo que concierne a la ley 24.432. 


······Pese a que en numerosas causas, he propiciado la inaplicabilidad  de la misma, un nuevo estudio del tema, luego del pronunciamiento  de  la  causa  "Zuccoli Marcela  c/  Sum  SA  s/Daños  y  Perjuicios" (SCBA, L 77.914  del  2/10/02)  me permite variar mi opinión al respecto.


······Comparto,  al efecto, el criterio interpretativo de  la  mayoría  de los integrantes de Nuestra Suprema Corte Provincial en la causa "Zuccoli", ya citada. 


······Considero que, si bien el  art.  16  de  la  ley 24.432 invita a las provincias a  adherir  al  régimen que establece, ello es así en la parte que "fuera pertinente" o sea en aquellos que tienen estricta atinencia  en  el  Código Procesal del estado nacional y las leyes que se vinculan con esa materia. 


······En  ese  contexto,  se determina que en la norma citada existen disposiciones que, en caso  de  que  la Provincia eventualmente quisiera aplicarlas,  requerirían del dictado de una legislación  que  expresamente adhiera a tales dispositivos legales (vgr.  los  arts. 9, 10, 11 y 12 que modifican ciertos preceptos del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación y del Régimen arancelario de Abogados y Procuradores en el ámbito de la Nación).


······Queda excluído de ese contexto el art. 1 que incorporó un nuevo párrafo al art. 505 del Código Civil, el que resulta aplicable en la Provincia, por  el  carácter que reviste, en razón de la sustancia de lo que regula, sin que ello implique  vulnerar  la  autonomía local.


······Se resguarda, en el fallo citado, la primacía de la ley sustancial sobre la adjetiva, y  en  particular de  la  que resulta aplicable al caso (que no requiere demostración alguna de la parte), debiendo ser  advertida y reconocida por el juzgador, quien está obligado a aplicar el derecho vigente (art. 1, 15 y 16 del  Código  Civil)  como  también así por la gravitación del principio Juria novit curia (art. 34 inc. 4  C.P.C.C.) dispositivo legal que  expresamente  estatuye  que  el sentenciante debe fundar su pronunciamiento "respetando la jerarquía de las normas vigentes" 163 inc. 5 del C.P.C.C.; 47 y 63 de la ley 11.653)


······Un razonamiento contrario conllevaría la posibilidad  de que el Código Civil (o cualquier legislación o derecho común) se aplique en  forma  fraccionada  en los diferentes estados provinciales. 


······Asimismo, considero que éste criterio, reiterado en los fallos  "Santillán"(SCBA,  L  75196,  12/3/03); "Sciandra" (SCBA L 73.148, 12/3/03) y "Franco"(SCBA  L 77.243,  9/4/03) conforma la llamada "doctrina legal", entendiéndose por  ésta, la establecida por la Suprema corte de Justicia de la  Provincia  de  Buenos  Aires" (SCBA, L 46.254 del 2/7/91)


······La Doctrina Legal  establecida  por  la  Suprema Corte Provincial, en los fallos citados debe ser  acatada por los Tribunales inferiores, ya que ella ejerce una función uniformadora de las decisiones  judiciales como garantía positiva de certidumbre jurídica, es decir, para evitar la inseguridad que crea la  multiplicidad de interpretaciones de  una  misma  norma  legal ("Técnica  de los recursos Extraordinarios y de la Casación", Juan Carlos Hitters, pág.160). 


······La  doctrina  legal es fuente de derecho y sirve para interpretar e integrar la legislación vigente, es decir  para  conferirle a la norma la justa valoración para  que  -dentro  de varias posibilidades que ofrece ésta- se escoja la que mejor satisfaga las  exigencias de  justicia,  según  la  axiología  social imperante. (Hitters, obra citada pág. 301).


······Si bien en nuestro país la doctrina legal no  es -en principio- obligatoria para los jueces  inferiores pues no tiene alcance general y abstracto (art. 16 del Cód. Civil), "...nadie puede ignorar...", dice el  Dr. Hitters en la obra citada, "... la  influencia  moral  que tiene la jurisprudencia de casación sobre los jueces inferiores que por razones de economía procesal y  celeridad , generalmente acomodan sus fallos a las directivas  del  órgano supremo...", evitando el dictado de sentencias que habrían de ser casadas, pudiendo dejar  a  salvo  sus  opiniones  en  contrario (Conforme CC0002 MO 34.406 sent. 31-8-95 autos "Banco de la Provincia de Buenos Aires  c/  Caferata  Américo  s/cobro ejecutivo; CC0101 MP - 108886 sent 6/4/99 autos "Municipalidad de Gral. Pueyrredón  c/  Corchado  María  s/ Apremio; SCBA, Ac 43223 del 17/11/92).


······Así se ha dispuesto por Nuestra Corte Provincial que :  "El  acatamiento  que los Tribunales hacen a la doctrina legal  de ésta Corte responde al objetivo del recurso extraordinario  de  la inaplicabilidad de ley, esto es, procurar y mantener la unidad en la jurisprudencia, y éste propósito se frustraría si los tribunales de  grado,  apartándose  del criterio de la Corte, insistieran  en  propugnar soluciones que irremisiblemente habrían de ser casadas. Esto no significa propiciar un  ciego  seguimiento  a los pronunciamientos de ésta Corte, ni un menoscabo del deber de los jueces de fallar según su ciencia y conciencia, pues les basta -llegado  el caso- dejar a salvo sus opiniones personales." (SCBA, Ac. 57.981  S  27/12/96,  "Mizuno  Daniel Alejandro c/ Ratelli, Santiago Armando s/ Cobro de pesos  por  daños  y perjuicios" y Ac. 58.428 S 17/2/98, "Barrionuevo, Oscar A. C/ Fulcheri, Adrián J s/Daños y Perjuicios") 


······Por todo lo dicho, lamento disentir con mis distinguidos colegas preopinantes, considerando necesario modificar el criterio adoptado por éste Tribunal, y en consecuencia, por  lo expuesto, rechazar el planteo de la inconstitucionalidad de la ley 24.432. 





······A LA  SEGUNDA  CUESTION  PLANTEADA EL SEÑOR JUEZ DR. CAMPANARI, DIJO:


······Atento la forma en que ha sido resuelta la cuestión que antecede, por mayoría, corresponde: 1- Rechazar la  demanda  promovida  por  Héctor  Hugo  Zamora, contra Subpga S.A., en cuanto persigue el cobro de remuneraciones  con fundamento en una pretendida estabilidad gremial que no logró acreditar (arts.48 y 52 Ley 23.551; art.375 CPCC; art.499 Código Civil);  respecto del  sueldo  de  diciembre de 1997 cuyo pago quedó demostrado y de las vacaciones de ese año por no haberse demostrado que las ha  gozado  hallándose  vencido  el plazo  para hacerlo (art.162 LCT.) y también en cuanto persigue indemnizaciones  con  fundamento  en  la  ley 25.323, la que no se hallaba vigente  al  momento  del despido (art.3 Código Civil); 2- Hacer lugar a la  demanda en todo lo demás, y consecuentemente, condenar a Subpga S.A. a pagar a Héctor Hugo Zamora,  dentro  del plazo de diez días y mediante depósito en el Banco  de la Provincia de Buenos Aires en cuenta a nombre de éstos  autos y a la órden del Tribunal, la suma de PESOS VEINTE  MIL  CUATROCIENTOS  TRES  CON  QUINCE CENTAVOS ($.20.403,15). Con esa suma se abona la  indemnización por antiguedad más el S.A.C. proporcional, $.10.716,80 (arts.62, 63, 78, 242, 244, 245 L.C.T.); indemnización sustitutiva de preaviso más  el  S.A.C.  proporcional, $.1.339,60 (231, 232 L.C.T.); sueldos de enero  a  noviembre de 1998, días de diciembre de  1998  hasta  la fecha del despido (15/1298) más la integración de  ese mes  con  el  aguinaldo proporcional $.8.037,60 (arts. 74, 128, 137, 233 L.C.T.); aguinaldo  correspondientes al  primer  semestre  de 1997, $.309,15 (arts.121, 122 L.C.T.); 3- Rechazar el planteo de  inconstitucionalidad de las leyes 23.928 y 25.561. Las sumas de condena devengarán intereses según las siguientes  tasas:  12% anual desde el 15/12/98 hasta  el  31/12/01,  del  24% anual desde el 1/1/02 hasta el 31/7/02 y la tasa activa que utiliza el Banco de la Provincia de Buenos  Aires para sus operaciones de descuentos desde el 1/8/02 hasta  la fecha del efectivo pago (art.622 Cód. Civil; art.    10    Dec.    941/91);    4-    Declarar    la inconstitucionalidad  de  la ley 24.432. Las costas se imponen  a la demandada por la parte de la demanda que prospera (arts. 19 y 20 Ley 11.653) y al actor por  la parte  que  se  rechaza,  si  bien  éste último con el beneficio del art.22 de la ley ritual. 


······Asi voto.


······A la misma cuestión planteada los señores Jueces Dres. Schenfeld y Russo,  por  idénticos  fundamentos, adhieren.


······Con lo que terminó el Acuerdo firmando los Señores Jueces por ante mí que doy fe.











················MARTA ADELINA RUSSO


·······················JUEZ




















VICTOR EDUARDO SCHENFELD······MAXIMO ALBERTO CAMPANARI


·········JUEZ························				··JUEZ











················ANDREA M. ZACARIAS


····················SECRETARIA





--------------------SENTENCIA-----------------------





////mes agosto   22 de 2003.-


······AUTOS  Y VISTOS: CONSIDERANDO: Lo decidido en el Acuerdo  que antecede y los fundamentos que lo sustentan, el Tribunal, por mayoría, RESUELVE:  1-  Rechazar la demanda promovida por Héctor  Hugo  Zamora,  contra Subpga  S.A., en cuanto persigue el cobro de remuneraciones con fundamento en  una  pretendida  estabilidad gremial que no  logró  acreditar  (arts.48  y  52  Ley 23.551; art.375 CPCC; art.499 Código Civil);  respecto del sueldo de diciembre de 1997 cuyo  pago  quedó  demostrado y de las vacaciones de ese año por no haberse demostrado  que  las  ha  gozado hallándose vencido el plazo para hacerlo (art.162 LCT.) y también en  cuanto persigue indemnizaciones  con  fundamento  en  la  ley 25.323,  la  que  no se hallaba vigente al momento del despido (art.3 Código Civil); 2- Hacer lugar a la  demanda en todo lo demás, y consecuentemente, condenar a Subpga S.A. a pagar a Héctor Hugo Zamora,  dentro  del plazo de diez días y mediante depósito en el Banco  de la Provincia de Buenos Aires en cuenta a nombre de éstos autos y a la órden del Tribunal, la suma de  PESOS VEINTE MIL  CUATROCIENTOS  TRES  CON  QUINCE  CENTAVOS ($.20.403,15). Con esa suma se abona la  indemnización por antiguedad más el S.A.C. proporcional, $.10.716,80 (arts.62, 63, 78, 242, 244, 245 L.C.T.); indemnización sustitutiva de preaviso más  el  S.A.C.  proporcional, $.1.339,60 (231, 232 L.C.T.); sueldos de enero  a  noviembre de 1998, días de diciembre de  1998  hasta  la fecha del despido (15/1298) más la integración de  ese mes  con  el  aguinaldo proporcional $.8.037,60 (arts. 74, 128, 137, 233 L.C.T.); aguinaldo  correspondientes al  primer  semestre  de 1997, $.309,15 (arts.121, 122 L.C.T.); 3- Rechazar el planteo de  inconstitucionalidad de las leyes 23.928 y 25.561. Las sumas de condena devengarán  intereses  según las siguientes tasas: 12% anual desde el 15/12/98 hasta  el  31/12/01,  del  24% anual desde el 1/1/02 hasta el 31/7/02 y la tasa activa que utiliza el Banco de la Provincia de Buenos  Aires para sus operaciones de descuentos desde el 1/8/02 hasta  la fecha del efectivo pago (art.622 Cód. Civil; art.    10    Dec.    941/91);    4-    Declarar    la inconstitucionalidad de la ley 24.432. Las  costas  se imponen  a la demandada por la parte de la demanda que prospera (arts. 19 y 20 Ley 11.653) y al actor por  la parte  que  se  rechaza,  si  bien  éste último con el beneficio del art.22 de la ley ritual.  La  regulación de los honorarios de los profesionales  intervinientes se   efectuará  una  vez  practicada  liquidación  por Secretaría    (art.    51   Ley   8904).   Registrese. Notifíquese.











················MARTA ADELINA RUSSO


·······················JUEZ











VICTOR EDUARDO SCHENFELD······MAXIMO ALBERTO CAMPANARI


·········JUEZ················				··········JUEZ











················ANDREA M. ZACARIAS


····················SECRETARIA








